AL MINISTRO DE JUSTICIA
            RAFAEL JUAN SÁNCHEZ ARMAS, con DNI 42.715.185-E y domiciliado a efectos de notificaciones en la calle Doctor Miguel Rosas, número 23, en Las Palmas de Gran Canaria, CP 35007, interpongo  la siguiente reclamación de RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO de acuerdo con los siguientes Hechos y Fundamentos Jurídicos:

P R E Á M B U L O
            Desde mayo del 2011 soy víctima de una campaña de guerra psicológica orquestada por el cibersicariato paramilitar colombiano dirigido por el delincuente internacional CARLOS ARTURO ESCOBAR MARÍN (condenado en EEUU; buscado en Venezuela y demandado en Colombia por antiguos colaboradores suyos) con pasaporte colombiano número  PE 120757 y domiciliado en la Calle 5G # 32-103, en Medellín (Colombia). 

            El 11 de noviembre del 2011, tras la publicación de múltiples perfiles falsos en las redes sociales con mi nombre y fotografía (injurias, calumnias, amenazas de muerte, masivo envío de mensajes denigratorios a personalidades de varios países y sabotaje a mi cuenta en twitter y a mis dominios agenciabk.net, rafaelsanchezarmas.com y agenciabk.com y) ordenó a uno de sus testaferros, la norteamericana TONYA GEESE, que registrara en dominios.es (dependiente del Ministerio de Industria de España) el dominio rafaelsanchezarmas.es. Dicho dominio permaneció en "fase durmiente" hasta finales de marzo del 2012. En ese momento se "presentó en sociedad" con el siguiente mensaje "adornado" con mi fotografía: 

                                   "A los 60 años descubrí que era homosexual, desde esa época soy feliz y tengo paz. les comento más de mi, tengo un novio mejicano llamado Hugo y tiene tremenda verga, me da bien duro, me folla, me encanta, ayyyyyy, me fascina chuparle su polla gigante y tragarme su semen. Amo a Hugo con todas mis fuerzas, es una lastima tenerlo en México, pero lo visitaré prontamente y me lo follaré todo, le arrancaré la verga a besos, le dare mi ano a ese hombre que tanto amo. Les seguiré contando a todos más desde de Gran Canarias, att  Rafael Juan Sánchez Armas, patriota canario".

            A partir de ese momento toda una retahíla de injurias y calumnias. El dominio rafaelsanchezarmas.es permaneció registrado en el Ministerio de Industria hasta noviembre del 2014, tanto por culpa de dominios.es como de la jueza Victoria Rosell Aguilar (hoy diputada de PODEMOS, mearnos de risa) como se verá más adelante...  ¡Quien se lo iba a decir a ambos! El ministro de Industria ha dimitido por los "Papeles de Panamá" y la magistrada VICTORIA ROSELL AGUILAR ha sido procesada por "tardanza maliciosa" en la instrucción de un caso donde aparece vinculado su compañero de alcoba el periodista Carlos Ramón Sosa Báez.

            ¿Quién es Hugo? HGI, Hugo de momento, su hermano, montó presuntamente varias empresas en  Europa como tapadera de narcoparamililtarismo colombiano. A través de Hugo (HGI), el narcoparamilitar Giovanni Jesús Marín Zapata, lugarteniente de Don Berna (Diego Fernando Murillo Bejarano, ex "comandante" del Bloque Cacique Nutibara, hoy preso en EEUU, desde donde ha provocado la caída de importantes autoridades colombianas relacionadas con Álvaro Uribe Vélez por su vínculos con los paramilitares), alquiló un apartamento en la calle 50 de Medellín, donde, en numerosas ocasiones se reunió con Don Berrna y otros narcoparamilitares. ¿Qué tramaban en aquellas reuniones? ¿Nació en esa vivienda el plan de crear la Corporación Democracia para blanquear políticamente a los bandidos del Bloque Cacique Nutibara después de firmar el "Acuerdo de Paz" con el gobierno de Álvaro Uribe Vélez?

            Dicho pacto (continuación del "Pacto de Ralito", firmado en el año 2001, entre varios narcoparamilitares y congresistas, gobernadores y alcaldes, como fórmula para gobernar Colombia tras las elecciones del 2002 con Álvaro Uribe Vélez en la Presidencia de la República) se rubricó  entre Luis Carlos Restrepo Ramírez (hoy prófugo de la justicia colombiana), en nombre del gobierno de Álvaro Uribe Vélez, y Giovanni de Jesús Marín Zapata como representante del Bloque Cacique Nutibara. Firmaron como testigos Luis Pérez Gutiérrez (alcalde de Medellín) y Sergio Fajardo Saavedra (alcalde electo de Medellín y años después gobernador de Antioquia). Dos años más tarde nació la sospechosa Ley de Justicia y Paz (ni una cosa  ni la otra) para  exonerar definitivamente a los paramilitares de sus atroces crímenes a cambio sólo de ocho años de prisión. 

            ¿Por qué me declaró la guerra el cibersicariato parauribista? No he salido de Colombia con las manos vacías; he sido testigo de muchas circunstancias negativas para Álvaro Uribe Vélez, declarado, en 1991, por la DIA (Inteligencia Militar USA), como el narcotraficante número 82 (a tres puestos de Pablo Escobar Gaviria). He conocido las idas y venidas de Don Berna a la IV Brigada del Ejercito en Medellín. "Es uno de los nuestros" -me dijo en cierta ocasión un oficial de Inteligencia. Me repitió lo mismo de Rubén Darío Quintero Villada (ex alcalde de Rionegro, ex senador y ex candidato a la Gobernación de Antioquia), uno de los delfines mas fieles de Álvaro Uribe Vélez en aquella época hasta ser condenado por paramillitarismo. En pleno mandato de Álvaro Uribe Vélez, Don Berna colaboró con el Ejército en la toma de la comuna 13 de Medellín. Centenares de desaparecidos. En el 2008, Don Berna, hospedado temporalmente en la cárcel de Itagüí como resultado del "Acuerdo de Paz" firmado en el 2003, puso en un brete a Álvaro Uribe Vélez cuando se filtró los tejemanejes de los paramilitares

encarcelados provisionalmente hasta conseguir la libertad plena, desde la DIPOL (Dirección de Inteligencia de la Policía), dirigida por el general Guillermo Julio Chaves Ocaña, a quien conocí en el año 2000 en la Escuela Nacional de Policía "General Santander" como decano de la Facultad de Criminalística. Álvaro Uribe Vélez reaccionó astutamente y extraditó a los principales "comandantes" del narcoparamilitarismo. Don Berna, desde una cárcel en EEUU, ha provocado la detención de varios altos funcionarios del gobierno de Álvaro Uribe Vélez, entre ellos el general Mauricio Santoyo Velasco, ex jefe de Seguridad de Álvaro Uribe Vélez, preso en EEUU por narcoparamilitarismo.

            Álvaro Uribe Vélez, el cibersicariato parauribista, no se atrevió a acusarme de vínculos con la narcoguerrilla porque en el 2002 redacté la primera querella contra el presidente Andrés Pastrana Arango por su nauseabunda "mesa de diálogo" con las FARC; por lo tanto, los bandidos de la guerra psicológica tipo III Reich me señalaron en sus perfiles denigratorios como homosexual, proxeneta, asesino, condenado en Costa Rica por narcotráfico, ladrón de bancos por internet, buscado por la Interpol, perseguido por la policía española... Todo impunemente... La repercusión en google fue brutal gracias a la ciega obediencia de miles de seguidores de Álvaro Uribe Vélez en twitter reenviando los mensajes difamatorios.

II  P A R T E
            El 11 de julio del 2012 presenté una denuncia en el Juzgado de Guardia de Las Palmas de Gran Canaria para depurar las pertinentes responsabilidades por la publicación del dominio rafaelsanchezarmas.es. La misma recayó en el Juzgado de Instrucción número 8, cuya titular, VICTORIA ROSELL AGUILAR, había sido reemplazada temporalmente por el magistrado Alberto Puebla Contreras, que archivó la denuncia por no ser los hechos constitutivos de delito. El 19 de octubre el Colegio de Abogados me asignó un letrado de oficio para recurrir el auto de archivo. Hasta en dos ocasiones  protesté ante el Consejo General del Poder Judicial por la maliciosa tardanza de la jueza Victoria Rosell Aguilar en resolver el recurso de apelación. Casi un año después se abstuvo de conocer el caso e intervino un tercer magistrado, Florencio Luis Barrera Espinel, que rechazó el recurso por "extemporaneidad"... En cualquier país del mundo los tres magistrados hubieran terminado en la cárcel por la múltiples irregularidades perpetradas; Victoria Rosell Aguilar, la primera. ¿Qué no me perdonaba dicha jueza? 

            Sucedió un año antes. Un testaferro de DON Jerónimo Saavedra Acevedo, a la sazón alcalde de Las Palmas de Gran Canaria, se presentó en la Jefatura Superior de Policía de Canarias (a sus órdenes en el 2008 cuando desempeñaba el cargo de delegado en Canarias del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero) y me denunció por llamar a DON Jerónimo Saavedra Acevedo capo del Partido del GAL. El Grupo de Delitos Tecnológicos presentó las diligencias en el Juzgado de Guardia, donde, oh, casualidad, estaba de guardia María Victoria Rosell Aguilar; oh, casualidad, compañera de alcoba del periodista Carlos Ramón Sosa Báez; oh, casualidad, jefe de Prensa (o propaganda) del PSOE en Canarias cuando DON Jerónimo Saavedra Acevedo ocupaba la Secretaría General del partido en el archipiélago. Varias irregularidades perpetradas por el Juzgado anularon de hecho el plan del "estado mayor" de PSOE de darme un escarmiento. La puntilla la dio  Ángel Jesús Acebes Paniagua, en el periódico "La Vanguardia", en 1995,  acusando a DON Jerónimo Saavedra Acevedo, entonces ministro de Felipe González Márquez, de pretender extorsionar a Coalición Canaria por integrar la Comisión Parlamentaria de Investigación de los Crímenes del GAL (aquella banda de sicarios parapoliciales organizada a la sombra del PSOE). Un año después de haber instruido la denuncia, Victoria Rosell Aguilar, archivó definitivamente la misma. Pero no se olvidó de mí y me pasó factura con la denuncia contra el cibersicariato paramilitar colombiano.

III P A R T E
            A mediados del 2014 me alertaron desde Colombia de la posibilidad de un atentado tras el ofrecimiento de acciones judiciales por parte de  la Fiscalía General de la Nación a través de Daniel Leonardo Gutiérrez Ocampo, funcionario a las órdenes del vicefiscal general de la Nación. Comunicada la noticia al Ministro del Interior español, el director del Gabinete de la Secretaría de Estado de Seguridad, Alejandro Sánchez García, me respondió que "se toma nota de su contenido a los efectos oportunos". 

            Dos meses después, en noviembre, el cibersicariato paramilitar colombiano publicó la siguiente calumnia en wordpress.com y godaddy.com, respectivamente:

                                   "Rafael Sánchez Armas fue condenado a 26 años de prisión por delitos de abuso sexual y corrupción de menores, informó un tribunal de Madrid. El condenado aprovechó su situación como profesor para abusar de al menos tres menores durante la temporada 2012-13. Además, incitó a otros cuatro de sus alumnos, también menores de edad, a mantener relaciones sexuales con prostitutas, dijo el Tribunal Superior de Justicia de Madrid en un comunicado. El acusado, identificado como Rafael Sánchez Armas, reconoció los hechos, aceptó la pena de 26 años de cárcel tras un acuerdo con la fiscalía y se comprometió a indemnizar económicamente a las víctimas". 

            Aparentemente implicar al Tribunal Superior de Justicia de Madrid me beneficiaba porque de inmediato iban a intervenir de oficio las autoridades españolas por tratarse de un organismo del Estado... ¡Pero... ¿Qué ha hecho España, su Estado, desde entonces a pesar de mis múltiples denuncias? Un escándalo, un gigantesco escándalo. Es como si el Estado no quisiera, maliciosamente, ejercer su facultad del "ius puniendi". ¿Por qué se ha negado el Estado a cumplir la Ley? 


El artículo 408 es taxativo: "La autoridad o funcionario que, faltando a la obligación de su cargo, dejara intencionadamente de promover la persecución de los delitos de que tenga noticia o de sus responsables, incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años".

            El delito de injuria o calumnia contra cualquier institución del Estado (y el Tribunal Superior de Justicia de Madrid lo es) es perseguible de oficio. ¿Por qué el Estado se ha negado repetidamente a cumplir el mandamiento constitucional? ¿Qué tiene España, su Estado (porque España es la paella valenciana, los Picos de Europa y mis hijas nacidas de madre española, y por lo tanto no tengo nada contra España), contra mí para no cumplir la Ley?  ¿Acaso que yo defienda el derecho de autodeterminación de canarios, vascos y catalanes? ¿Que defienda la descolonización de los enclaves militares de Ceuta y Melilla? ¿Que no le perdone a los "socialistas" y populares que fueron socios de Jordi Pujol Soley, el Padrino de la mafia catalana, cuando me vi obligado a marcharme de España a finales de la década de 1990? ¿Estado de derecho o Estado vengativo?

H  E  C  H  O  S
           PRIMERO.- Que el 20 de diciembre del 2014 presenté una denuncia en el Juzgado de Guardia de Las Palmas de Gran Canaria denunciando la calumnia de la inexistente condena publicada tanto en 
https://sanchezarmas.wordpress.com/2014/11/20/condenado-por-abuso-sexual-rafael-sanchez-armas/
como en 
https://masqforo.com/post/Noticias/1548/Rafael-Sanchez-Armas-condenado-por-abuso-sexual-de-menores.html

Tras el correspondiente reparto el Juzgado de Instrucción número 5 abrió las Diligencias Previas número 7754/14. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.

SEGUNDO.- Que el 2 de febrero del 2015 presenté una denuncia en la Jefatura Superior de Policía de Canarias para su traslado al Grupo de Delitos Tecnológicos. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.

TERCERO.- Que el 25 de febrero del 2015 presenté una segunda denuncia en el Juzgado de Guardia de Las Palmas de Gran Canaria. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.


CUARTO.- Que el 20 de mayo del 2015 presenté una denuncia ante el fiscal jefe de Las Palmas, GUILLERMO GARCÍA-PANASCO MORALES, para investigar el paradero de mis denuncias. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.

QUINTO.- Que el 9 de octubre del 2015 presenté un escrito ante el Ministerio del Interior para su traslado a la Brigada de Investigación Tecnológica a la vista de la implicación de una institución del Estado en una campaña de TERRORISMO PSICOLÓGICO. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.

SEXTO.- Que el 1 de diciembre del 2015 requerí por burofax al presidente del Tribuna Superior de Justicia de Madrid, FRANCISCO JAVIER VIEIRA MORANTE, que expidiera a mi nombre un certificado desmintiendo la calumnia publicada en los perfiles difamatorios abiertos en wordpress.com y godaddy.com, y en su defecto, que diera cuenta a la Fiscalía General del Estado para depurar las correspondientes responsabilidades. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA

SÉPTIMO.- Que el 4 de febrero del 2016 puse los hechos en conocimiento del Ministro de Justicia a tenor de lo previsto en los artículos 408 y 504.1 del Código Penal y 18.1 y 18.4 de la Constitución Española. SIN NOTICIAS HASTA LA FECHA.

OCTAVO.- Que también el 4 de febrero del 2016, previo pago de la tasa correspondiente, solicité a la Subsecretaría de Justicia un Certificado de Antecedentes Penales. En el apartado de "Finalidad para la que solicita", dije, que por difamación en el buscador de google.com. Tres meses después, y a pesar de mi queja por correo electrónico, aún no me lo han enviado. Es como si el Estado, que es responsable tácito de una calumnia a través de un pretendido "comunicado" del Tribunal Superior de Justicia de Madrid no desmentido ni sometido a investigación, también incurriera en la negativa de facilitarme el certificado que legítima y legalmente me corresponde. Todo muy raro como ha quedado demostrado tanto en el preámbulo como en la relación de los hechos de la presente reclamación administrativa. 

FUNDAMENTO  JURÍDICOS
 

A) Todos los relacionados con el principio "iura novit curia" en materia de  Jurisdicción, Competencia, Procedimiento, Plazo, Requisitos y Procedimiento.


B) Todos los relacionados con los Fundamento de Derecho de la Pretensión (legislación, jurisprudencia, doctrina del Tribunal Constitucional, resoluciones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos).

           Por todo lo manifestado,


SOLICITO, ante la gravedad de los HECHOS, y por entender que el Estado es responsable tácito por omisión del "ius puniendie" o cómplice de la campaña de TERRORISMO PSICOLÓGICO orquestada por el cibersicariato paramilitar colombiano  amparado en un "comunicado" no desmentido por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid ni por el propio Estado,  cuya circunstancia ha permitido darle veracidad a la calumnia masivamente difundida por las redes sociales y por el buscador google, un hecho DIFICILMENTE subsanable en mucho tiempo en detrimento de mi honor y la presunción de inocencia, que el Estado me indemnice con UN MILLÓN DE EUROS más los intereses devengados mientras dure la reclamación tanto en la via administrativa como previsiblemente en la via judicial y posteriormente en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

            Para el cálculo de la INDEMNIZACIÓN se ha tenido en cuenta la cualificación de los dos magistrados intervinientes en Las Palmas de Gran Canaria, y del Jefe Superior de Policía de Canarias, y del fiscal jefe de Las Palmas, y del ministro del Interior, y del presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, y del ministro de Justicia. ¿Cuánto vale su honor y su derecho de indemnización en el supuesto de sufrir una brutal campaña de difamación durante casi dos años como la padecida por mí? ¿A cuántos años de cárcel

me hubiera condenado el Estado, su Administración de Justicia, de haber propagado contra ellos, una  calumnia semejante por el delito mas ABOMINABLE como es la pedofilia? ¿Cuánto tiempo y dinero necesitaré para borrar de internet cualquier resquicio de esta difamación permitida por el Estado español?
           OTROSI DIGO.- Que aporto los siguientes documentos:

1) Denuncia en el Juzgado de Guardia de Las Palmas de Gran Canaria con fecha 20 de diciembre del 2014.

2) Denuncia en la Jefatura Superior de Policía de Canarias con fecha 2 de febrero del 2015.

3) Denuncia en el Juzgado de Guardia de Las Palmas de Gran Canaria con fecha 25 de febrero del 2015.

4) Denuncia en la Fiscalía Provincial de Las Palmas con fecha 21 de mayo del 2015.

5) Denuncia ante el Ministerio del Interior con fecha 9 de octubre del 2015.

6) Requerimiento notificado a través de Correos y Telégrafos al Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid el 4 de diciembre del 2015.

7) Denuncia ante el Ministerio de Justicia el 4 de febrero del 2016.

8) Solicitud del Certificado de Antecedentes Penales a la Subsecretaría de Justicia con fecha 4 de febrero del 2016.

9) Fotocopia del pasaporte colombiano de Carlos Arturo Escobar Marín, responsable tanto del registro en el Ministerio de Industria del dominio rafaelsanchezarmas.es con fines de suplantación criminalmente como de los perfiles difamatorios publicados en wordpress.com y godaddy.com

10)  Sendas publicaciones de wordpress.com y masqforo.com (este último dominio alojado en godaddy.com) donde figura la calumnia de la pretendida condena "notificada" por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

Las Palmas de Gran Canaria, 10 de mayo del 2016.

Rafael Juan Sánchez Armas
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